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Políticas públicas ambientales.
Una reflexión

Miguel Ángel Vásquez Sánchez *

LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y LOS COMPROMISOS DE LA INVESTIGACIÓN

a elaboración de las polí-
ticas públicas y su planifi-

cación ha sido poco estudia-
da si se le compara con otros pro-
cesos sociopolíticos; su desarrollo
teórico ha sido escaso, ya que se ha
estudiado más la política, la forma-
ción, estructura y funcionamiento
del sistema político, sus partidos, el
proceso electoral, la cultura políti-
ca, la institucionalidad y la toma de
decisiones, que las políticas y su ela-
boración (Aguilar, 1992).

La política puede significar la
realización de una acción específi-
ca ante una situación social desea-
da, por ejemplo en materia ambien-
tal, sin embargo, el diseño y desa-
rrollo de políticas obedece a las co-
rrelaciones de poder de los diver-
sos actores sociales, y en el dilema
de realizar planificación intelectual
por objetivos, tecnocrática o políti-
ca con interacción social y partici-
pación ciudadana. La políticas pú-
blicas, por lo tanto, se reconocen
como un proceso de aprendizaje
colectivo para aumentar la capaci-
dad de resolver problemas, influ-
yendo de manera decisoria en la for-
mulación y legitimación de la agen-
da pública a través de un proceso
de interlocución y comunicación
democrática entre sociedad y go-
bierno. Ante esta situación, se re-

quiere abundar en el marco teórico
de la elaboración de la políticas
(Aguilar, 1992, 1993).

En este sentido, Downs
(1993) señala que la atención a los
problemas públicos y las hechu-
ras de las políticas obedece a un
ciclo que inicia cuando surge un
determinado problema, su descu-
brimiento alarmante y el entusias-
mo por atenderlo generalmente
durante un periodo corto, segui-
do del descenso de interés públi-
co y su desaparición paulatina,
muchas veces sin solucionarse. Tal
situación en materia ambiental es
importante, ya que habría que pre-
guntarse si la problemática segui-
rá el ciclo y durante cuánto tiem-
po en cada etapa, sugiriéndose
evitar su desatención y la necesi-
dad de actuar rápido y de manera
colectiva.

La atención a la problemáti-
ca ambiental y creación de políticas
ha evolucionado desde los inicios
de los llamados de los conserva-
cionistas ante la extinción de espe-
cies y la preservación del mundo
natural, hasta la consideración de
manejo sostenido de recursos, pri-
mero como ecodesarrollo y poste-
riormente como desarrollo susten-
table, es decir, desde una perspecti-
va estrictamente biológica y ecoló-
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gica a una dimensión ambiental en
la relación sociedad-naturaleza.

No han podido dejarse de
lado conceptos como la estructura
económica, el conflicto de clases,
los grupos de interés. Así, cómo rea-
lizar lo decidido más que cómo se
llegó a la decisión, la administración
pública fue lo que se atendió, los
actores sociales y su participación
fueron ignorados (Aguilar, 1992).
En el caso de la conservación, las
diferentes propuestas de categorías
de manejo de áreas protegidas más
allá de los parques nacionales, en
específico las reservas de biosfera,
apuntaban a esta evolución, que
continuaría con las propuestas de
ordenamiento ecológico (ahora in-
cluido en el ordenamiento territo-
rial), para posteriormente atender
los problemas de contaminación
ambiental y su relación directa con
el daño a la economía, la salud y la
pérdida de calidad de vida.

Los residuos sólidos y peligro-
sos, el riesgo de uso de la energía
nuclear, la contaminación del aire y
el cada vez más preocupante pro-
blema de abasto de agua a la pobla-
ción, así como el cambio climático,
los asuntos relacionados con la di-
versidad biológica (propiedad inte-
lectual y bioseguridad incluidas),
son aspectos que han promovido
la atención ciudadana y la necesi-
dad institucional de considerar la
participación social de manera obli-
gada en sus agendas.

En el caso de México, el de-
sarrollo de la agenda ambiental ha
ocurrido desde una perspectiva sec-
torial (forestal, pesquero, hidráuli-
co) desde 1917 hasta 1971, cuan-
do apareció la ley federal para pre-
venir y controlar la contaminación
ambiental, con un enfoque sanita-
rio a través de la entonces Secreta-
ría de Salubridad y Asistencia (SSA).
En 1976, con un enfoque urbano
pasó a la Subsecretaría de Asenta-

mientos Humanos (SAHOP) y en
1982, con la ley Federal de Protec-
ción al Ambiente y la aparición de
la Secretaría de Desarrollo Urbano
y Ecología (SEDUE).

En 1987 se abordó el aspec-
to de la conservación mediante la
ley General del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente y
el de la atención ambiental a través
de la Secretaría de Desarrollo So-
cial (SEDESOL), que había sustitui-
do a la desaparecida SEDUE, para
dar paso a la política social ambiental
con la  creación de la Secretaría del
Medio Ambiente Recursos Natu-
rales y Pesca (SEMARNAP) en 1994,
la cual se modificó en 2001 hacia
la SEMARNAT, ya sin Pesca y con El
Instituto Nacional de Ecología
(INE) y la Procuraduría Federal de
Protección al Ambiente (PROFEPA),
entre otras.

Todo esto se fue dando con
el fin de atender aspectos de
normatividad, ordenamiento ecoló-
gico del territorio, áreas naturales
protegidas, conservación, manejo y
aprovechamiento sustentable de la
vida silvestre, regulación ambiental
industrial, de materiales y residuos
peligrosos y la calidad del aire, la
descentralización, la comunicación
y participación social, la informa-
ción y evaluación, y la propuesta
de un aspecto transversal en mate-
ria ambiental de Crecimiento con
Calidad y Desarrollo Social y Hu-
mano (SEMARNAP, 1995; SEMARNAP,
2000; SEMARNAT 2001).

La SEMARNAT es una de las
pocas instituciones que cuenta con

La políticas públicas se reconocen como un proceso de aprendi-
zaje colectivo para aumentar la capacidad de resolver problemas,
influyendo de manera decisoria en la formulación y legitimación
de la agenda pública a través de un proceso de interlocución y
comunicación  democrática entre sociedad y gobierno.
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diversos consejos consultivos nacio-
nales, temáticos y regionales, entre
ellos el Consejo Consultivo Nacio-
nal para el Desarrollo Sustentable,
decretado en el diario oficial del 28
de julio de 1995 y que tiene por
objetivo promover la participación
de la sociedad en la política ambien-
tal; a lo largo de estos siete años se
ha transitado en la enorme dificul-
tad de llevar la teoría a la práctica,
lograr la participación y consensar
la representación de la sociedad y
su relación con la SEMARNAT. En
un inicio se consideró a los secto-
res social, no gubernamental, aca-
démico y empresarial como parte
del Consejo, posteriormente se in-
cluyó la representación de los con-
gresos locales y recientemente a los
representantes indígenas, se incor-
poró la perspectiva de género y se
piensa en otros grupos como los
jóvenes, lo que da idea de la difi-
cultad de la creación de políticas pú-
blicas en materia ambiental.

En relación con lo anterior,
es necesario señalar que no existe
un acuerdo común respecto al sig-
nificado de la participación social y
de quiénes y cómo deben partici-
par, aun en conceptos tales como
“problemática ambiental” y “socie-
dad civil”. En este sentido, se ha
señalado la necesidad de desarro-
llar elementos teóricos para abor-
dar la problemática ambiental y di-
rigir la estrategia, atender los obs-
táculos que surgen de la organiza-
ción interna institucional y de la
ciudadanía, así como los relaciona-

dos con la insuficiente cultura de
organización y trabajo en equipo y
la falta de interés por comprome-
terse y asumir responsabilidades;
advirtiéndose problemas estructu-
rales acumulados que son produc-
to de un sistema, en donde lo eco-
nómico predomina sobre los demás
componentes del desarrollo
(Aguiluz et al, 2001). JJJJJ
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Los residuos sólidos, el riesgo de uso de la energía nuclear,
la contaminación del aire y el problema de abasto de agua,
así como el cambio climático, los asuntos relacionados con
la diversidad biológica (propiedad intelectual y bioseguridad
incluidas), son aspectos que han promovido la atención ciu-
dadana y la necesidad institucional de considerar la partici-
pación social de manera obligada en sus agendas.


